
El presidente del Consejo Di-
rectivo del Servel, Andrés Tagle,
asistió a la comisión de Gobierno
de la Cámara para entregar ante-
cedentes acerca de la organiza-
ción de las próximas elecciones
municipales y regionales del 26
y 27 de octubre. Las declaracio-
nes de candidaturas y los cam-
bios de domicilio concentraron
la atención de los diputados.

Del primer ítem, se declararon
18.675 postulaciones; de ellas,
17.189 se aprobaron y sobre mil
se rechazaron por el Servel, par-
te de las que dieron origen a cau-
sas ante los tribunales electora-
les regionales (TER) y el Tricel,
eventualmente. Entre los moti-
vos de los rechazos está princi-
palmente el estar en el registro
de deudores de pensiones de ali-
mentos, así como la aplicación
de la denominada ley antidísco-
los que obliga a dejar de militar
en un partido político por lo me-
nos nueve meses antes de las
elecciones en caso de postular
como independiente; fueron
472 rechazos por esa causa. 

Para otorgar holgura al proce-
so, el Servel propone ampliar de
90 a 110 días el período para ha-
cer la declaración de candidatu-
ras, por lo que se sugirió dar via-
bilidad legislativa para su con-
creción, tal como está contenida
en la llamada ley larga para ha-
cer el voto obligatorio efectivo.
“Una de las causales más impor-
tantes de rechazo nuestro es el
tema de la ley antidíscolos, ahí
hay una gran responsabilidad de
los partidos. Hay casos en que
renuncian a un partido después
del plazo legal establecido para
participar como independiente
y ahí hay una fuerte responsabi-

lidad de los partidos y de los
mismos candidatos. Estas re-
nuncias (se producen) porque se
cree que no los van a llevar y cre-
en que está seguro en su postula-
ción es un error y ahí falta cono-
cimiento de las disposiciones le-
gales”, expuso Tagle a los parla-
mentarios.

Candidatos extranjeros

Otro aspecto llamativo fue el
caso de cuatro candidatos ex-
tranjeros, “lo que es un error;
hay muchos errores de los parti-
dos. Es obvio que no pueden ser
los extranjeros candidatos por

mucho que tengan derecho a vo-
to sin duda”, planteó el jefe del
Servel. En el detalle, los extranje-
ros candidatos buscaban postu-
lar al cargo de concejal, quienes
tenían la nacionalidad mexicana
(RN), peruana (Frente Amplio),
haitiana (Partido Radical) y ar-
gentina (Demócratas). También

se detectó que hubo 9 mil candi-
datos que sus partidos presenta-
ron antecedentes, pero termina-
ron por no declarar su postula-
ción de manera formal.

En cuanto a los domicilios
electorales, Tagle expuso que
han detectado “dos situaciones
alarmantes” que se producen en

comunas de poca población en
que ya algunas tienen un padrón
histórico superior al registro del
censo de 2017, advirtió, que “es
lo que llamamos acarreo”, expli-
có Tagle al alertar que “un aca-
rreo de 200 o 300 electores pue-
de mover la aguja en términos de
quién gana”. 

Por ello, el Servel hizo una
revisión de cambios de domici-
lio que se estaban realizando en
comunas del norte no dando
curso a ellos en Putre (580 cam-
bios), Sierra Gorga (221), en Ge-
neral Lagos (224), Camarones
(546) y en Ollagüe (300); ahí,
por ejemplo, el Censo de 2017
señala que tiene 225 habitantes
y en el padrón iban a haber
1.420, “obviamente eso es un
serio problema”, planteó el
presidente del Servel.

El caso de Santiago

Parte importante del tiempo
de exposición Tagle lo destinó al
cambio de domicilio electoral en
Santiago, en que dijo se han he-
cho críticas infundadas. El presi-
dente del Servel partió explican-
do que el padrón de la capital

concentra casi el 30% de electo-
res extranjeros y aseguró que “lo
notable es que decrece por cam-
bios de domicilios” quedando
con un resultado negativo de 6
mil electores menos, a propósito
de los cambios de domicilio dis-
minuyendo sus electores.

Después de hacer una evalua-
ción, Tagle aseguró que el Servel
puede concluir que “no hay al-
guna cosa irregular en Santiago
que venga producto de acarreo o
cambio de domicilio en términos
significativos”.

Instructivo

De igual manera se hizo lle-
gar al Congreso el instructivo
impartido por el Servel, en or-
den a las “invitaciones a inau-
guraciones de obras u otros
eventos o ceremonias de carác-
ter público con motivo de la
elección de gobernadores re-
gionales, consejeros regiona-
les, alcaldes y concejales de 27
de octubre de 2024 y eventual
segunda votación de goberna-
dores regionales”.

La regulación dice que aplica
desde el 28 de agosto hasta el
24 de octubre de 2024, tratán-
dose de la elección de goberna-
dores regionales, consejeros re-
gionales, alcaldes y concejales.
Así, las autoridades públicas
que realicen inauguraciones de
obras u otros eventos o cere-
monias de carácter público de-
berán cursar invitación por es-
crito a los eventos a todas las
candidaturas del respectivo te-
rritorio electoral.

El plazo se extiende hasta el 21
de noviembre exclusivamente
en el caso de una segunda vuelta
de gobernadores. En caso de in-
cumplimiento del instructivo, el
Servel verificará la denuncia y si
se constata la inexistencia de de-
nuncia, se remitirán los antece-
dentes a la Contraloría.

En la inscripción de domicilios en las comunas de Putre, Sierra Gorda, Camarones, Ollagüe y General Lagos:

Servel imparte instructivo por invitaciones a
actos en período electoral y detecta “acarreo” 

RIENZI FRANCO

De igual modo, requerido por diputados, el presidente del Servel informó que “no hay alguna cosa irregular
en Santiago que venga producto de ‘acarreo’ o cambio de domicilio en términos significativos”.

El presidente del Consejo Directivo del Servel, Andrés Tagle, al exponer ante la comisión de Gobierno de la
Cámara, presidida por Rubén Oyarzo (ind.). Allí, la autoridad electoral expuso cifras acerca del proceso en curso.
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‘‘Una de las
causales más importante
de rechazo nuestro es el
tema de la ley
antidíscolos, ahí hay
una gran
responsabilidad de los
partidos”. 
................................................................

ANDRÉS TAGLE
PRESIDENTE DEL SERVEL

Andrew Forrest, empresario minero
australiano, presentó una demanda en junio
de este año en los Tribunales de Justicia de
EE.UU. contra Meta, la empresa matriz de
Facebook, acusándola de permitir la difu-
sión de anuncios fraudulentos que utilizan su
imagen para promover estafas. 

Según un artículo de The Wall Street
Journal, Forrest alega que estos anuncios,
que aparecen en Facebook, usan su rostro y
nombre sin consentimiento para atraer a los
usuarios hacia inversiones fraudulentas en
criptomonedas y otras transacciones.

La denuncia sostiene que Meta no ha
tomado las medidas suficientes para frenar
estas actividades engañosas, a pesar de
haber sido advertida en repetidas ocasio-
nes. Forrest argumenta, según el medio
británico The Register, que estas prácticas
no solo afectan su reputación personal,
sino que también ponen en riesgo a miles
de usuarios de Facebook e Instagram que
son atraídos por falsas promesas de gran-
des ganancias.

En Chile también se han registrado esta-
fas que se publicitan a través de redes
sociales. Conocidos son los casos del perio-
dista Julio César Rodríguez, el exfutbolista
Iván Zamorano y los empresarios Andrónico
Luksic y Leonardo Farkas, entre otros,
quienes han visto su imagen sometida a
diversas publicaciones ligadas a la venta
fraudulenta de criptomonedas. 

Francisco Saavedra, periodista y conduc-
tor del programa “Lugares que hablan”,
también es una de las figuras afectadas por
la creación de imágenes falsas, que difundi-
das a través Facebook, invitan a los usua-
rios a invertir en criptomonedas o sitios de
juegos en línea.

Saavedra afirma a El Polígrafo que, “la
pasé muy mal, fue muy duro. Sentía que
perdía el control de alguna forma porque se
está transgrediendo la confianza que uno
puede generarle al público, algo que es muy
importante en la vida de un comunicador.
Yo le pedí a mi abogado y a mi community
manager que tratáramos de eliminar esto,
pero nunca hay respuesta por parte de
Meta, te dicen ‘hemos revisado su publica-
ción y encontramos que no infringe nuestras
normas’, entonces uno se siente absoluta-
mente a la deriva. A mí me encantaría
demandar a Meta”. 

¿Podría haber casos de demandas simila-
res en Chile?

El pasado 27 de agosto la Cámara de
Diputados despachó al Ejecutivo para su
promulgación una modificación a la Ley
21.459 sobre la Protección de Datos Per-
sonales. Esta normativa, que actualiza el
marco legal vigente desde 1993 con la Ley
19.223, busca fortalecer la protección de
los datos personales a través de mayores
responsabilidades para las empresas y
plataformas.

La actualización de la ley señala que

todas las entidades deberán garantizar la
seguridad y privacidad de la información de
las personas, evitando su uso indebido y
además, respetando el derecho de los ciu-
dadanos a eliminar, rectificar o actualizar su
información cuando estos se utilicen sin
consentimiento o de forma fraudulenta.
También crea una Agencia de Protección de
Datos Personales, un organismo autónomo,
para la supervisión de la normativa.

Según Rodrigo León, abogado especialis-
ta en derecho informático de la Universidad
Adolfo Ibáñez, el funcionamiento de la
Agencia de Protección de Datos Personales
“podría fiscalizar a las plataformas de redes
sociales, pero su capacidad estará limitada
por los términos de libertad de expresión y
la normativa específica para proveedores de
servicios de internet. Las multas que se van
a aplicar pueden llegar a 20.000 UTM”, es
decir, unos $1.318.020.000.

Para Daniela Olivares, abogada investi-
gadora en el Centro de Estudios en Derecho,

Tecnología y Sociedad de la Universidad de
Chile, la creación de una Agencia de Pro-
tección de Datos Personales “fortalecerá la
protección de datos en Chile, y aumentará
las sanciones para el incumplimiento, lo que
podría incentivar a las plataformas a tomar
medidas más estrictas para cumplir con la
ley”. 

Sin embargo, aunque esta modificación
en la norma jurídica considera a las plata-
formas de redes sociales, los contratos
sobre Términos y Condiciones que estas
imponen a sus usuarios antes de suscribirse
en ellas limitan sus responsabilidades frente
a la difusión de publicaciones fraudulentas. 

Según Olivares, “estas plataformas en

general tienen políticas de uso que limitan
su responsabilidad y dejan todas las conse-
cuencias en el anunciante. Por ejemplo, las
cláusulas establecen que el anunciante debe
cumplir con las normas comunitarias y
respetar la ley, tratando de desligarse de
cualquier responsabilidad directa”.

“Me parece que es una lavada de manos
muy simplona esto de hacerte firmar térmi-
nos y condiciones de que ellos no se hacen
responsables del uso que se le entregue a tu
imagen. Lo más duro de todo es saber que
no existen las herramientas legales para
poder defenderse. No existen leyes que
protejan”, señala Francisco Saavedra sobre
lo anterior.

Matías Aránguiz, subdirector del Progra-
ma de Derecho, Ciencia y Tecnología UC,
explica que en Chile “no tenemos una norma
que directamente proteja contra la difusión
de contenidos fraudulentos en redes sociales.
Hay que ir armando casos, sacando pedaci-
tos de diferentes normas. Lo que falta es una
regulación que entienda que, así como hay
una institucionalidad que resguarda la televi-
sión, la prensa y la radio, necesitamos una
que resguarde los medios digitales, que son
mucho más grandes y utilizados porque gran
parte de nuestra vida sucede de forma
digital. Esto requiere repensar cómo prote-
gemos esos derechos en una versión digital”.

Durante 2020, un ciudadano chileno
interpuso un recurso de protección en la
Corte Suprema en contra de Facebook por
“dejar actuar sin escrúpulos y en el comple-
to anonimato e impunidad” a usuarios en la
plataforma. El afectado habría sido catalo-
gado como culpable de un delito en una
publicación de la red social, que él declaraba
no haber cometido y por el cual no existía

ninguna denuncia. Al buscar un responsa-
ble, se encontró con una cuenta falsa y
decidió adjudicar los cargos a la única
oficina de Facebook en Latinoamérica,
ubicada en Buenos Aires. Sin embargo, esta
no tenía las facultades de representar a la
organización ante un tribunal, por lo que la
denuncia fue declarada inadmisible, según
los datos disponibles en el Poder Judicial.

María Luisa Godoy, periodista y conduc-
tora de televisión, también ha sido foco de
diversas publicaciones fraudulentas, desde
la venta de criptomonedas hasta medica-
mentos para bajar de peso y combatir la
incontinencia urinaria. Para la exanimadora
del Festival de Viña, las plataformas de
redes sociales “no son lo acuciosas que
tendrían que ser, considerando la cantidad
de gente afectada. Si se pudiera, tomaría
acciones legales para detener este tipo de
publicaciones, pero directamente hacia las
personas que las realizan y no hacia las
plataformas, porque hasta donde yo sé, son
las personas quienes hacen estas publica-
ciones con dolo y no las plataformas”.

Para Matías Aránguiz, denunciar a las
plataformas de redes sociales por la difusión
de publicaciones fraudulentas tendría dife-
rentes mecanismos: “Nosotros podríamos
aplicar dos normativas: una penal que es la
Ley de Delitos Informáticos, y ahí podría-
mos decir que hay falsificación de informa-
ción porque se usaron datos personales de
una persona y se transformaron maliciosa-
mente para una finalidad distinta; Y a
través de una normativa civil, la Ley de
Prensa habla que cualquier medio que sirve
para comunicar información es responsable
por las cosas que se publican en él”. 

Pero esto, según el propio Aránguiz, sería
difícil debido a que, “las leyes están pensa-
das para interacciones físicas y análogas, no
para las interacciones digitales”, por lo que
las políticas de uso creadas por estas plata-
formas e impuestas a sus usuarios, podrían
librarlos de estas responsabilidades. 

De acuerdo con esto, Daniela Olivares
advierte que demandar a las plataformas de
redes sociales sería “sumamente complica-
do”, ya que estas no tienen oficinas con
representación legal en Chile, y que además,
“los términos y condiciones de la plataforma
estipulan que cualquier disputa debe ser
resuelta en la jurisdicción donde la empresa
tenga su domicilio legal, complicando enor-
memente el proceso”. 

Por ejemplo, para demandar a Meta, la
denuncia debería hacerse bajo las leyes del
país donde está su oficina principal, en este
caso el estado de Delaware (EE.UU.). En
este, al igual que en el resto de Estados
Unidos, rige el decreto Communications
Decency Act (CDA), que en su sección 230
afirma que “los proveedores de servicios de
internet y las plataformas de redes sociales
no son considerados responsables por el
contenido publicado por sus usuarios”.

Demandas contra Facebook por estafas en
EE.UU.: ¿Podrían también llegar a Chile?
Las publicaciones que se aprovechan de rostros de famosos para ventas
fraudulentas de criptomonedas en redes sociales ya están llegando a los tribunales
en EE.UU. Expertos explican lo difícil que sería iniciar un proceso legal en Chile,
mientras que algunos de los afectados aseguran que “yo feliz demandaría”. 

Esta fotografía fue viralizada en Facebook para ventas fraudulentas de criptomonedas.

Imagen compartida por María Luisa Go-
doy en redes sociales desmintiendo estafa.

‘‘La pasé muy mal. De
alguna forma se
está transgrediendo la
confianza que uno puede
generarle al público (...) A
mí me encantaría demandar
a Meta”. 
..........................................................................

FRANCISCO SAAVEDRA

‘‘Si se pudiera,
tomaría acciones legales
para detener este tipo de
publicaciones, pero
directamente hacia las
personas que las realizan y no
hacia las plataformas”.
..........................................................................

MARÍA LUISA GODOY
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772
votos diferentes se diseñaron

para la elección de octubre, los que
corresponden a igual cantidad de

territorios electorales.

472
rechazos realizó el Servel a candi-
datos por el concepto de Ley Anti-
díscolos; al no desafiliarse a tiempo
para postular como independiente.
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